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Con fecha 21 de julio de 2020, el Pleno del Tribunal Constitucional, 

integrado por los señores magistrados Miranda Canales, Blume Fortini, 

Ramos Núñez y Sardón de Taboada, por mayoría, ha emitido la siguiente 

sentencia, que declara IMPROCEDENTE y FUNDADA en parte la 

demanda de habeas corpus. 

 

Asimismo, los magistrados Blume Fortini y Sardón de Taboada 

formularon fundamentos de voto. El magistrado Espinosa-Saldaña 

Barrera presentó su voto en fecha posterior. Los magistrados Ledesma 

Narváez y Ferrero Costa formularon votos singulares. 

 

La Secretaría del Pleno deja constancia de que los votos mencionados se 

adjuntan a la sentencia y que los señores magistrados proceden a firmar 

digitalmente la presente en señal de conformidad.  

 

SS. 

 

LEDESMA NARVÁEZ 

FERRERO COSTA 

MIRANDA CANALES 

BLUME FORTINI 

RAMOS NÚÑEZ 

SARDÓN DE TABOADA 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

 

 

 

          Flavio Reátegui Apaza      

              Secretario Relator 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

 En Lima, a los 21 días del mes de julio de 2020, el Pleno del Tribunal 

Constitucional, integrado por los señores magistrados Ledesma Narváez, Ferrero 

Costa, Miranda Canales, Blume Fortini, Ramos Núñez y Sardón de Taboada, 

pronuncia la siguiente sentencia, con los fundamentos de voto de los magistrados 

Blume Fortini y Sardón de Taboada, y los votos singulares de los magistrados 

Ledesma Narváez y Ferrero Costa, que se agregan. Se deja constancia de que el 

magistrado Espinosa-Saldaña Barrera votará en fecha posterior.   

 

ASUNTO 

 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jorge Enrique Villarreal 

Pinillos contra la resolución de fojas 149, de fecha 15 de junio de 2015, expedida 

por la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Tumbes, que 

declaró improcedente la demanda de habeas corpus de autos. 

 

ANTECEDENTES 

 

Con fecha 27 de marzo de 2015, don Jorge Enrique Villarreal Pinillos interpone 

demanda de habeas corpus a favor de don Harry Danilo Dioses Ávila y la dirige 

contra los jueces superiores integrantes de la Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Tumbes, señores Torre Muñoz, Marchán Apolo y Cerrón 

Rengifo. Solicita que se declare nula la Resolución 16, de fecha 25 de julio de 2012 

(Expediente 00113-2011-27-2601-JR-PE-01).   

 

Puntualiza el demandante que mediante la resolución en cuestión se revocó el 

extremo de la sentencia contenida en la Resolución 12, de fecha 9 de abril de 2012, 

mediante la cual se absolvió al favorecido de la acusación fiscal formulada en su 

contra por la comisión del delito de robo agravado, y, reformándola, lo condenó a 

doce años de pena privativa de la libertad. A su entender, con el citado 

pronunciamiento judicial se ha vulnerado el derecho a la pluralidad de instancias 

del beneficiario, pues a pesar de que interpuso oportunamente recurso de casación 

contra la resolución en cuestión, que condenó al favorecido a pesar de que en 

primera instancia había sido absuelto, se le denegó el derecho constitucional que le 

asiste al beneficiario de que un órgano superior revise en segunda instancia dicha 

condena, toda vez que dicho recurso excepcional fue rechazado. Asimismo, 

considera que con el citado pronunciamiento judicial se ha vulnerado su derecho a 

la debida motivación de las resoluciones judiciales, toda vez que, al momento de 

resolver, no se valoró convenientemente la documentación probatoria recabada 

durante el trámite del proceso. En ese sentido, manifiesta lo siguiente: 1)  no se 
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consideró que el favorecido negó en todo momento ser el dueño del arma de fuego 

incautada; 2) no se consideró que el agraviado en el proceso penal no sindicó en 

ningún momento al beneficiario como uno de los autores del delito materia de 

investigación; y 3) únicamente existen declaraciones testimoniales que lo 

incriminan como autor del delito que se le atribuye, lo cual resulta insuficiente para 

sustentar una condena como la impuesta, es por ello que fue absuelto en primera 

instancia; y 4) no existe una pericia dactilar que acredite de manera fehaciente que 

el favorecido tuvo en su poder el arma de fuego utilizada para concretar el acto 

delictivo materia de investigación. Por lo cual, solicita la nulidad de la resolución 

judicial en cuestión. 

 

El procurador público adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder 

Judicial, al contestar la demanda, solicita que sea desestimada en tanto que se 

pretende la nulidad de un pronunciamiento judicial con base en argumentos 

infraconstitucionales referidos a la valoración de las pruebas, lo cual excede el 

objeto de los procesos constitucionales por invocar alegatos de mera legalidad que 

compete analizar a la judicatura ordinaria; y, además, porque la resolución cuya 

nulidad se solicita no es firme (folio 88).  

 

El Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de Tumbes, mediante 

Resolución 4, de fecha 15 de mayo de 2015, declaró improcedente la demanda por 

considerar que no se vulneraron los derechos constitucionales que alega el 

demandante. En esa línea, se sostiene que los cuestionamientos que realiza el 

accionante tienen connotación penal, vinculados con un reexamen de las pruebas 

valoradas para sustentar la condena impuesta contra el beneficiario, lo cual excede 

el objeto de los procesos constitucionales por tratarse de argumentos de carácter 

legal que le corresponde ser dilucidados por la judicatura ordinaria (folio 94). 

 

A su turno, la recurrida, mediante Resolución 8, de fecha 15 de junio de 2015, 

confirmó la apelada por similares fundamentos. 

 

En el recurso de agravio constitucional se reiteran los fundamentos de la 

demanda. 

 

FUNDAMENTOS 

 

Petitorio 

 

1. El objeto de la demanda es que se declare nula la Resolución 16, de fecha 25 

de julio de 2012, que revocó el extremo de la sentencia contenida en la 

Resolución 12, de fecha 9 de abril de 2012, mediante la cual se absolvió a don 
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Harry Danilo Dioses Ávila de la acusación fiscal formulada en su contra por la 

comisión del delito de robo agravado; y, reformándola, lo condenó a doce años 

de pena privativa de la libertad (Expediente 00113-2011-27-2601-JR-PE-01).   

 

2. Se alega la vulneración del derecho a la pluralidad de instancias y a la debida 

motivación de las resoluciones judiciales. 

 

Análisis del caso 

 

3. La Constitución Política del Perú establece en el artículo 200, inciso 1, que 

mediante el habeas corpus se protege tanto la libertad individual como los 

derechos conexos a ella; no obstante, no cualquier reclamo que alegue 

afectación del derecho a la libertad individual o los derechos conexos a ella 

puede reputarse efectivamente como tal y merecer tutela, pues para ello es 

necesario analizar previamente si tales actos denunciados vulneran el contenido 

constitucionalmente protegido del derecho tutelado por el habeas corpus. 

  

4. En el caso de autos, en un extremo, se cuestiona que los magistrados 

demandados no valoraron convenientemente la documentación probatoria 

recabada durante el trámite del proceso. En ese sentido, manifiesta que no se 

tomó en consideración que el favorecido negó en todo momento ser el dueño 

del arma de fuego incautada. Asimismo, se alega que no se consideró que el 

agraviado en el proceso penal no sindicó en ningún momento al beneficiario 

como uno de los autores del delito materia de investigación. De igual forma, 

afirma que únicamente existen declaraciones testimoniales que incriminan al 

favorecido como autor del delito que se le atribuye, lo cual resulta insuficiente 

para sustentar la condena impuesta en su contra, razón por la cual fue absuelto 

en primera instancia; además, señala que no existe una pericia dactilar que 

acredite de manera fehaciente que don Harry Danilo Dioses Ávila tuvo en su 

poder el arma de fuego utilizada para concretar el acto delictivo materia de 

investigación.  

 

5. Al respecto, el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia ha señalado 

que no es instancia en la que pueda dictarse pronunciamiento tendiente a 

calificar los hechos, valorar pruebas penales y determinar su suficiencia, ya que 

dichos asuntos no están referidos en forma directa al contenido 

constitucionalmente protegido del derecho a la libertad personal, toda vez que 

son aspectos propios de la jurisdicción ordinaria, los que no le competen a la 

judicatura constitucional.  

 

6. En consecuencia, respecto de lo señalado en el considerando 4 y 5 supra es de 
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aplicación el artículo 5, inciso 1, del Código Procesal Constitucional. 

 

 

Pluralidad de instancias 

 

7. El derecho a la pluralidad de instancias forma parte del debido proceso judicial 

y goza de reconocimiento a nivel internacional en la Convención Americana 

de Derechos Humanos, la cual, en su artículo 8, inciso 2, párrafo “h”, ha 

previsto que toda persona tiene el “[...] Derecho de recurrir del fallo ante juez 

o tribunal superior [...]”.  

 

8. En esa misma dirección, el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos establece: “Toda persona declarada culpable de un delito 

tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean 

sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley”.  

 

9. Con relación al contenido del derecho a la pluralidad de instancia, este Tribunal 

tiene establecido que se trata de un derecho fundamental que “tiene por objeto 

garantizar que las personas, naturales o jurídicas, que participen en un proceso 

judicial tengan la oportunidad de que lo resuelto por un órgano jurisdiccional 

sea revisado por un órgano superior de la misma naturaleza, siempre que se 

haya hecho uso de los medios impugnatorios pertinentes, formulados dentro 

del plazo legal” (Expedientes 3261-2005-PA/TC, 5108-2008-PA/TC, 5415-

2008-PA/TC, 0607-2009-PA/TC). En esa medida, el derecho a la pluralidad de 

la instancia guarda también conexión estrecha con el derecho fundamental a la 

defensa, reconocido en el artículo 139, inciso 14, de la Constitución.  

 

10. El Tribunal Constitucional tiene expuesto, en uniforme y reiterada 

jurisprudencia, que el derecho de acceso a los recursos o a recurrir las 

resoluciones judiciales es una manifestación implícita del derecho fundamental 

a la pluralidad de la instancia, reconocido en el artículo 139, inciso 6, de la 

Constitución, el cual, a su vez, forma parte del derecho fundamental al debido 

proceso, reconocido en el artículo 139, inciso 3, de la Norma Fundamental 

(Expedientes 1243-2008-PHC/TC, 5019-2009-PHC/TC y 2596-2010-PA/TC).  

 

11. En el caso de autos, se cuestiona que mediante Resolución 16, de fecha 25 de 

julio de 2012, se haya revocado el extremo de la sentencia contenida en la 

Resolución 12, de fecha 9 de abril de 2012, que absolvió al favorecido de la 

acusación fiscal formulada en su contra por la comisión del delito de robo 

agravado; y, reformándola, haya sido condenado a doce años de pena privativa 

de la libertad. Dicho pronunciamiento judicial, a criterio del demandante, 
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vulnera el derecho a la pluralidad de instancias del beneficiario, pues, a pesar 

de que se interpuso recurso de casación contra la resolución en cuestión, se le 

denegó el derecho constitucional que le asiste de que un órgano superior revise 

en segunda instancia dicha condena, toda vez que dicho recurso excepcional 

fue rechazado. 

 

12. Al respecto, se advierte que la Sala demandada, para sustentar su decisión 

expresada en los términos precedentemente expuestos, se remitió únicamente 

a lo dispuesto en el artículo 425, inciso 3, literal “b”, del Nuevo Código 

Procesal Penal, el cual textualmente señala: “[…] Si la sentencia de primera 

instancia es absolutoria puede dictar sentencia condenatoria […]”, y no 

consideró que nuestra Carta Magna, al igual que instrumentos internacionales 

de protección de los derechos humanos, consagra el derecho constitucional a 

la pluralidad de instancias.  

13. A partir de ello, este Tribunal considera que el que se permita condenar a la 

persona absuelta, conforme a lo dispuesto en el artículo 425, inciso 3, literal 

“b”, del Nuevo Código Procesal Penal, vulnera el derecho a la pluralidad de 

instancia en tanto no se permite que la sentencia condenatoria pueda ser objeto 

de revisión por una segunda instancia en la que se analicen los hechos, las 

pruebas y las cuestiones jurídicas. 

 

14. De otro lado, si bien nuestro marco legal contempla el derecho del favorecido 

a interponer el recurso excepcional de casación —en el caso de autos se 

interpuso y se declaró improcedente—, conforme a los dispuesto en el artículo 

429, incisos 1 y 2 del Nuevo Código Procesal Penal, alegando la inobservancia 

de las garantía constitucionales de carácter procesal o material y por 

inobservancia de normas de carácter procesal sancionadas con nulidad; o por 

la causal excepcional establecida en el artículo 427, inciso 4, del antes 

mencionado código procesal. Debe tenerse presente, al ser el recurso de 

casación uno de carácter extraordinario, no permite que la Corte Suprema actúe 

como órgano superior con la facultad de realizar una revisión integral de esta 

primera sentencia condenatoria impuesta a don Harry Danilo Dioses Ávila, en 

los mismos términos en que actuó la Sala penal emplazada, al conocer de la 

apelación contra la sentencia absolutoria expedida por el Juzgado Penal 

Colegiado de Tumbes.  

 

15. En consecuencia, con la finalidad de garantizar el derecho a pluralidad de 

instancia en los términos precedentemente expuestos, y en tanto nuestro 

sistema procesal no contemple el derecho de recurrir la condena del absuelto 

ante un órgano jurisdiccional que esté facultado a revisar de manera integral la 

recurrida, se tiene que, en el caso de que se considere que la sentencia 
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absolutoria carece de fundamentos que sustenten una decisión en ese sentido, 

se deberá declarar la nulidad de esta última a fin de que se realice un nuevo 

juicio en el que se debata nuevamente la responsabilidad penal del procesado, 

para que, en el supuesto de que se le encuentre responsable de los cargos que 

se le atribuyen, este tenga el derecho de impugnar dicho fallo condenatorio.      

 

16. Por todo ello, este Tribunal declara que en el presente caso se violó el derecho 

a la pluralidad de instancia, reconocido en el artículo 139, inciso 6, de la 

Constitución. Por lo tanto, la demanda debe ser estimada en este extremo.  

 

Efectos de la sentencia 

 

17. Por lo expuesto, este Tribunal declara la nulidad de la Resolución 16, de fecha 

25 de julio de 2012, que revocó el extremo de la sentencia contenida en la 

Resolución 12, de fecha 9 de abril de 2012, mediante la cual se absolvió al 

favorecido de la acusación fiscal formulada en su contra por el delito de robo 

agravado; y, reformándola, lo condenó a doce años de pena privativa de la 

libertad y dispuso que se realice un nuevo juicio oral al beneficiario. 

 

18. Este Colegiado ha determinado que la vulneración del derecho a la pluralidad 

de instancia está referida a la imposibilidad de interponer un recurso ordinario 

de revisión que permita que la sentencia condenatoria sea revisada por una 

segunda instancia, por lo cual considera que se debe exhortar al Congreso de 

la República para que establezca una modificación al artículo 425, inciso 3. b 

del nuevo Código Procesal Penal que posibilite la revisión, a través de un 

recurso ordinario, de la condena de la persona absuelta. 

 

      Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 

confiere la Constitución Política del Perú, 

 

 

HA RESUELTO 

 

1. Declarar IMPROCEDENTE la demanda respecto a lo señalado en los 

fundamentos 4 y 5 supra. 

 

2. Declarar FUNDADA en parte la demanda al haberse acreditado la vulneración 

del derecho a la pluralidad de instancia; en consecuencia, NULA la Resolución 

16, de fecha 25 de julio de 2012, expedida por la Sala Penal de Apelaciones de 

la Corte Superior de Justicia de Tumbes (Expediente 00113-2011-27-2601-JR-

PE-01), debiéndose realizar un nuevo juicio oral contra don Harry Danilo 
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Dioses Ávila, de conformidad con las consideraciones expresadas en los 

fundamentos 11 al 15 supra.  

 

3. Exhortar al Congreso de la República para que establezca una modificación en 

la legislación que permita un recurso de revisión ordinario de aquellas 

sentencias que condenen a la persona absuelta. 

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

MIRANDA CANALES 

 

BLUME FORTINI 

 

RAMOS NÚÑEZ 

 

SARDÓN DE TABOADA 

 

 

  PONENTE MIRANDA CANALES 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI 

 

Si bien concuerdo con la parte resolutiva de la presente sentencia, discrepo y me 

aparto de lo afirmado en el fundamento 5, en cuanto consigna literalmente lo 

siguiente: 

 

"Al respecto, el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia ha 

señalado que no es instancia en la que pueda dictarse pronunciamiento 

tendiente a calificar los hechos, valorar pruebas penales y determinar su 

suficiencia, ya que dichos asuntos no están referidos en forma directa al 

contenido constitucionalmente protegido del derecho a la libertad personal, 

toda vez que son aspectos propios de la jurisdicción ordinaria, los que no le 

competen a la judicatura constitucional”.  

 

La razón de mi discrepancia se basa en las siguientes consideraciones:  

 

1. No obstante que, en principio, la calificación de los hechos, la valoración de 

los medios probatorios y su suficiencia le competen a la judicatura ordinaria, 
la revisión de lo resuelto por los órganos que integran tal jurisdicción no es 

un asunto ajeno a la Justicia Constitucional, como se desprende en aquel 

fundamento. En tal sentido, no le compete en forma exclusiva y excluyente a 

la justicia ordinaria. 

 

2. En efecto, y a contramano de lo que se señala en el fundamento citado, hay 

casos excepcionales en que la Justicia Constitucional puede ingresar, por 

ejemplo, a la apreciación de los hechos, entre otros. Ello se da cuando se ha 

producido la  violación de algún derecho fundamental o se ha afectado la 

Constitución de alguna forma, lo cual incluye a sus principios, valores e 

institutos, entre otros aspectos inherentes a la misma. 

 

3. Asimismo, puede ingresar a revalorar los medios probatorios en todos aquellos 

supuestos en los que se detecte un proceder manifiestamente irrazonable o 

inconstitucional, lo que a criterio del suscrito se presenta, entre otros casos, 

cuando  se valoran irrazonablemente los hechos o, por ejemplo, se da una 

actuación arbitraria  de la prueba, sea al momento de seleccionar los 

medios probatorios, prescindir antojadizamente de los mismos u otorgar una 

valoración absolutamente incompatible con lo que de aquellos se desprende. 

 

4. Nuestra jurisprudencia, por lo demás, ha abordado este tipo de supuestos en 

diversas oportunidades (como por ejemplo, lo hizo en los expedientes 0613-
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2003-AA/TC; 0917-2007-PA/TC, entre otros), por lo que mal haría nuestro 

Colegiado en  abandonar dicha orientación de suyo garantista y tutelar.  

 

5. Más aún, esa habilitación es propia y consustancial al Tribunal Constitucional, 

si se tiene en cuenta que a él le corresponde garantizar la vigencia efectiva de 

los derechos fundamentales y la primacía normativa de la Constitución, como 

instancia final en la jurisdicción nacional. 

 

S. 

 

BLUME FORTINI 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 
 

En el Expediente 04374-2015-PHC/TC, considero necesario hacer la siguiente 

precisión: 

 

En el proceso penal subyacente, el demandante cuestionó la decisión condenatoria 

emitida por la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Tumbes, vía el recurso de casación, pues es el único recurso previsto para llegar a 

la instancia suprema. Sin embargo, aquel fue declarado inadmisible al no cumplir 

los requisitos legales que lo regulan.   

 

El Código Procesal Penal, en su artículo 429, regula las causales para la 

interposición del recurso de casación: 

 
Artículo 429 Causales.- Son causales para interponer recurso de casación: 

1.  Si la sentencia o auto han sido expedidos con inobservancia de algunas de las 

garantías constitucionales de carácter procesal o material, o con una indebida o 

errónea aplicación de dichas garantías. 

2.  Si la sentencia o auto incurre o deriva de una inobservancia de las normas legales 

de carácter procesal sancionadas con la nulidad. 

3.  Si la sentencia o auto importa una indebida aplicación, una errónea interpretación 

o una falta de aplicación de la Ley penal o de otras normas jurídicas necesarias 

para su aplicación. 

4.  Si la sentencia o auto ha sido expedido con falta o manifiesta ilogicidad de la 

motivación, cuando el vicio resulte de su propio tenor. 

5.  Si la sentencia o auto se aparta de la doctrina jurisprudencial establecida por la 

Corte Suprema o, en su caso, por el Tribunal Constitucional. 

 

Entonces, solo si el recurso de casación se funda en las causales citadas, es posible 

acceder a la instancia suprema. Se trata, pues, de un recurso extraordinario que no 

permite el ofrecimiento de nuevas pruebas o la valoración de los hechos del caso, 

lo que impide la revisión integral de la decisión recurrida.   

 

Por ello, en este caso, no es razonable exigir su interposición, ni tampoco que, ante 

su denegatoria, deba interponerse el recurso de queja.  

 

S. 

 

SARDÓN DE TABOADA 
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

 

Coincido con el sentido de la ponencia, en razón a lo allí expuesto. En consecuencia, 

me encuentro de acuerdo con que la demanda sea declarada IMPROCEDENTE 

de acuerdo con lo señalado en los fundamentos 4 y 5 de la ponencia, FUNDADA 

EN PARTE en el extremo referido a la vulneración del derecho al debido proceso, 

en su manifestación del derecho a la pluralidad de instancias o grados, así como con 

la exhortación planteada. 

 

Sin embargo, cabe aclarar que en la presente sentencia solo ha quedado acreditada 

la vulneración del derecho al debido proceso, en su manifestación del derecho a la 

pluralidad de instancias o grados. Por tanto, lo aquí decidido no se traduce 

necesariamente en la liberación del condenado en la presente controversia. 

 

S. 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 
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VOTO SINGULAR DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ 

 

Con el debido respeto por la decisión de mis colegas magistrados, en el presente 

caso disiento de la posición de emitir sentencia estimatoria, pues considero que debe 

declararse IMPROCEDENTE la demanda. Mis fundamentos son los siguientes:  

 

Con fecha 27 de marzo de 2015, don Jorge Enrique Villarreal Pinillos interpone 

demanda de habeas corpus a favor de don Harry Danilo Dioses Ávila y la dirige 

contra los jueces superiores integrantes de la Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Tumbes, señores Torre Muñoz, Marchán Apolo y Cerrón 

Rengifo. Solicita que se declare nula la Resolución 16, de fecha 25 de julio de 2012 

(Expediente 00113-2011-27-2601-JR-PE-01). Alega la vulneración del derecho a 

la pluralidad de instancias y a la debida motivación de las resoluciones judiciales. 

 

Aduce que, mediante la resolución en cuestión se revocó el extremo de la sentencia 

contenida en la Resolución 12, de fecha 9 de abril de 2012, mediante la cual se 

absolvió al favorecido de la acusación fiscal formulada en su contra por la comisión 

del delito de robo agravado, y, reformándola, lo condenó a doce años de pena 

privativa de la libertad. A su entender, con el citado pronunciamiento judicial se ha 

vulnerado el derecho a la pluralidad de instancias del beneficiario, pues a pesar de 

que interpuso oportunamente recurso de casación contra la resolución en cuestión, 

que condenó al favorecido a pesar de que en primera instancia había sido absuelto, 

se le denegó el derecho constitucional que le asiste al beneficiario de que un órgano 

superior revise en segunda instancia dicha condena, toda vez que dicho recurso 

excepcional fue rechazado.  

 

Asimismo, considera que con el citado pronunciamiento judicial se ha vulnerado su 

derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, toda vez que, al 

momento de resolver, no se valoró convenientemente la documentación probatoria 

recabada durante el trámite del proceso. En ese sentido, manifiesta lo siguiente: 1)  

no se consideró que el favorecido negó en todo momento ser el dueño del arma de 

fuego incautada; 2) no se consideró que el agraviado en el proceso penal no sindicó 

en ningún momento al beneficiario como uno de los autores del delito materia de 

investigación; y 3) únicamente existen declaraciones testimoniales que lo 

incriminan como autor del delito que se le atribuye, lo cual resulta insuficiente para 

sustentar una condena como la impuesta, es por ello que fue absuelto en primera 

instancia; y 4) no existe una pericia dactilar que acredite de manera fehaciente que 

el favorecido tuvo en su poder el arma de fuego utilizada para concretar el acto 

delictivo materia de investigación. Por lo cual, solicita la nulidad de la resolución 

judicial en cuestión. 
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Al respecto, corresponde señalar que, conforme al artículo 4 del Código Procesal 

Constitucional, constituye un requisito de procedibilidad del hábeas corpus contra 

resoluciones judiciales la firmeza de la resolución cuestionada. Ello implica que 

antes de interponer una demanda constitucional es preciso que se agoten los 

recursos legalmente previstos contra la resolución cuestionada al interior del 

proceso (cfr. STC Exp. 04107-2004-HC/TC, caso Lionel Ricchi de la Cruz Villar). 

 

De autos se advierte la sentencia de vista, Resolución 16 (fojas 2), de fecha 25 de 

julio de 2012, expedida por la sala penal emplazada, que, revocando la apelada en 

el extremo que absuelve al favorecido, la reformó y lo condenó como autor del 

delito de robo agravado a doce años de pena privativa de libertad efectiva, la cual 

será cumplida una vez que sea aprehendido, puesto a disposición del juzgado e 

ingresado al Establecimiento Penitenciario Puerto Pizarro. 

 

No obstante, contra dicha sentencia, el favorecido interpuso recurso de casación 

ante la sala demandada, la cual mediante Resolución 19 (foja 36), de fecha 23 de 

agosto del 2012, resolvió declarar inadmisible el referido recurso impugnatorio, en 

vista que no cumplió con los requisitos legales exigibles para el recurso de casación. 

 

Ahora bien, luego de denegado el recurso, no se aprecia de autos que la parte 

demandante haya interpuesto el respectivo recurso de queja regulado en el artículo 

437 del Código Procesal Penal, que establece que “También procede recurso de 

queja de derecho contra la resolución de la Sala Penal Superior que declara 

inadmisible el recurso de casación”. 

 

Siendo ello así, a mi consideración, el demandante no agotó todos los recursos 

impugnatorios legalmente habilitados en el interior del proceso penal que se 

cuestiona, debe concluirse que ha dejado consentir la resolución judicial que alega 

viciada de inconstitucionalidad. Por tanto, en aplicación del artículo 4 del Código 

Procesal Constitucional, la presente demanda debe declararse IMPROCEDENTE. 

 

S. 

 

LEDESMA NARVÁEZ 
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA 

  
Con el debido respeto, en la presente causa me adhiero al voto suscrito por la 

magistrada Ledesma Narváez, esto es, declarar IMPROCEDENTE la demanda, 

por las razones expuestas en el citado voto.  

 

S. 

 

 

FERRERO COSTA 
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